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1.- VISTOS  

Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación oportunamente interpuesto y debidamente sustentado por el defensor de confianza del procesado FERNANDO DE JESÚS VINASCO BLANDÓN, contra el fallo de condena proferido el pasado veintiuno (21) de noviembre de 2008 por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de esta capital, por medio del cual lo declaró penalmente responsable en las conductas de peculado por apropiación y falsedad ideológica en documento publico y le impuso pena privativa de la libertad de treinta y seis (36) meses de prisión, multa de $1.438.050.oo e inhabilitación de derechos y funciones públicas por igual lapso al de la pena principal.

Ni la coprocesada MARTHA LILIANA RODRÍGUEZ LÓPEZ, ni su defensor, interpusieron recurso.
2.- HECHOS 

Se dieron a conocer a través de denuncia penal formulada por el señor Fiscal Dr. HENRY LOPEZ TORO, para la época Jefe de la Unidad de delitos contra la Salubridad Pública, quien puso en conocimiento que el señor FERNANDO DE JESÚS VINASCO BLANDÓN, para entonces Secretario de dicha Unidad, con la colaboración de su amiga MARTHA LILIANA RODRÍGUEZ LÓPEZ cobró irregularmente el título judicial No. 457030000073851, por valor de $1.438.050, correspondiente a dinero incautado a KELLY DAHIANA BRAND ORTIZ dentro de la investigación adelantada en su contra por la Fiscalía 12 de esa Unidad.

Para lograr ese cometido, se asegura, VINASCO BLANDÓN llevó a cabo las gestiones necesarias para obtener el pago del título, tales como: elaboración del oficio que ordenó el pago a la señora MARTHA LILIANA RODRÍGUEZ LÓPEZ y la obtención de la firma del Fiscal Jefe de Unidad que debía autorizar el pago. 

3.- IDENTIDAD Del ACUSADO

FERNANDO DE JESÚS VINASCO BLANDÓN, identificado con la cédula de ciudadanía número 11.378.383 expedida en Fusagasugá (C/marca), hijo de JESÚS AMILKAR y MARÍA ENRIQUETA, nació en Quinchía (Rda.) el día doce (12) de mayo de 1959, de estado civil unión libre con YOLANDA ACOSTA GAMBOA, padre de 7 hijos, empleado público.

4.- CARGOS

La Fiscalía Diecisiete Delegada ante los señores Jueces Penales del Circuito de esta ciudad, al calificar el mérito del sumario
, convocó a juicio a FERNANDO DE JESÚS VINASCO BLANDÓN por los delitos de PECULADO POR APROPIACION y FALSEDAD IDEOLÓGICA EN DOCUMENTO PÚBLICO y a la señora MARTHA LILIANA RODRÍGUEZ LÓPEZ por el punible de ENCUBRIMIENTO POR FAVORECIMIENTO.

5.- FALLO 

El conocimiento de la causa correspondió al Juzgado Sexto Penal del Circuito de esta capital, autoridad que llevó a cabo la Audiencia Pública de juzgamiento, al final de la cual se inclinó por un fallo de condena
 al hallar a los acusados autores materiales responsables en los punibles de peculado por apropiación y falsedad ideológica en documento público para FERNANDO DE JESÚS VINASCO BLANDÓN, y de encubrimiento por favorecimiento a MARTHA LILIANA RODRÍGUEZ LÓPEZ. 

Para llegar a esa conclusión, tuvo en cuenta: (i) que el señor VINASCO BLANDÓN, para la época de los hechos, cumplía una función pública como Secretario de la Unidad de delitos contra la Salud Pública de la Fiscalía; (ii) que los títulos judiciales no sólo estaban bajo custodia del Fiscal sino también del Secretario de Unidad, quien igualmente tenía registrada su firma en el banco, lo que demuestra que en efecto existía una “relación de hecho” del servidor judicial con el bien; (iii) que resulta extraño que una persona con tan amplia trayectoria en la Fiscalía, no hubiera identificado en debida forma a la persona que reclamaba el referido título judicial, toda vez que no exigió poder o autorización por escrito para reclamar ese dinero y en su lugar procedió a confeccionar por su cuenta y riesgo, sin orden del superior, el oficio por medio del cual se ordenó pagar el título a su “comadre” y “paisana” RODRIGUEZ LÓPEZ; (iv) que el acusado incurrió en el delito de falsedad ideológica en documento público, como quiera que hizo afirmaciones contrarias a la realidad al elaborar el documento oficial que ordenó el pago del titulo. Allí aseguró que la señora MARTHA LILIANA RODRÍGUEZ LÓPEZ era la persona autorizada por KELLY DAHIANA BRAND ORTIZ para cobrar el título, mentira que finalmente sirvió en forma efectiva para el propósito final de apropiarse del dinero; y (v) que respecto de la responsabilidad de MARTHA LILIANA, está claro que además de haber sido ella quien se prestó para cobrar el título y entregar el dinero a VINASCO BLANDÓN, su ánimo era favorecer al acusado en la coartada ideada por este para entorpecer o desviar el curso de la investigación. 

6.- RECURSO

Lo sustenta la defensa de VINASCO BLANDÓN, básicamente en la errada apreciación de las pruebas documentales y testimoniales obrantes en el infolio que dio lugar al desconocimiento del principio universal del in dubio pro reo, el que a su juicio debió amparar a su patrocinado para el proferimiento de un fallo absolutorio. En esa dirección llama la atención acerca de lo siguiente:

- La actuación de su protegido no fue determinante en el delito de peculado por apropiación, dado que no dispuso del dinero ni colaboró para que éste se perdiera; todo lo contrario, colaboró para que se repusiera y cesara el perjuicio supuestamente causado a la señora KELLY DAHIANA BRAND ORTIZ. Tampoco ordenó la entrega, ni del título, ni del dinero, porque no tenía la facultad para resolver peticiones de devolución o entrega de dineros; esa orden la dio el Fiscal Doce Delegado y el hecho de haber escrito en el título que se endosaba, no constituye delito.

- El señor Juez sólo le dio crédito al testimonio del fiscal HENRY LÓPEZ TORO, pero no debe olvidarse que éste en su denuncia aseguró que VINASCO BLANDÓN había falsificado su firma, situación que posteriormente fue desvirtuada con el resultado del cotejo grafológico por medio del cual se determinó que la firma sí era la del fiscal LÓPEZ TORO. En esas condiciones, no hay razón para concluir que el tan anunciado documento no fue autorizado por él sino por su representado. Y lo más grave es que el juez apoya su tesis en lo considerado por el Fiscal Delegado ante este Tribunal, quien aseguró que a FERNANDO DE JESÚS VINASCO le fue muy fácil pasarle los documentos a su jefe para que el servidor judicial los firmara sin percatarse de que estaba signando una falsedad.

- El proceso penal adelantado en contra de su representado no estuvo ajustado a la ley ni al debido proceso, como quiera que se echa de menos el testimonio de la señora MARIA YANETH MAZO, a quien la Fiscalía nunca llamó, nunca citó, declaración que solicitó el procesado por ser ésta una persona que tuvo conocimiento de los hechos en los cuales MARTHA LILIANA RODRÍGUEZ LÓPEZ y el señor LADINO reclamaron el título objeto de discordia. Así mismo, se omitió la práctica de una prueba grafológica al documento supuestamente falsificado por VINASCO BLANDÓN. Todas ellas, situaciones que excluirían a su representado de una posible responsabilidad penal.

Solicita en consecuencia una absolución a favor de su representado. 

7.- Para resolver, se considera

Tiene competencia el Tribunal para penetrar en el estudio de este asunto, en atención a los factores territorial, objetivo y funcional. Y lo hará de fondo al no observar defectos estructurales o desconocimiento de garantías fundamentales de las partes que obliguen a retrotraer la actuación a etapas ya superadas. 

El tema central propuesto, hace relación con la necesidad de establecer si se dan los presupuestos probatorios suficientes para emitir una sentencia de condena en los términos en que lo hizo el a quo, o si por el contrario esas exigencias de autoría y responsabilidad se echan de menos y hay lugar a la revocación que solicita el recurrente. 

Un estudio pormenorizado de las diligencias, enseña que para la época del mes de noviembre del año 2004, el acusado FERNANDO DE JESÚS VINASCO BLANDÓN se desempeñaba como Jefe de Secretaría Común de la Unidad de Fiscalía en delitos contra la Salud Pública y que hacía parte de sus funciones el custodiar, tramitar y diligenciar el pago de títulos judiciales en asocio de su superior inmediato; esto es, el Fiscal Jefe de la Unidad, que para esa fecha lo era el Dr. HENRY LÓPEZ TORO.

Se acusó a VINASCO BLANDÓN del delito de peculado por apropiación y falsedad ideológica en documento publico, porque en ejercicio de sus funciones autorizó de manera irregular el pago de un título judicial a persona no legitimada para el cobro de ese dinero, con el único propósito de apropiarse del mismo, a cuyo efecto elaboró el correspondiente oficio que autorizaba el desembolso. Esa conclusión fue el resultado de una averiguación que tuvo su origen en el hecho de que cuando la verdadera beneficiaria del depósito judicial, señora KELLY DAHIANA BRAND ORTIZ, se acercó a la Fiscalía a reclamar el dinero a través de apoderada judicial, los funcionarios de la entidad detectaron que el título ya había sido cobrado por una señora de nombre MARTHA LILIANA RODRIGUEZ LÓPEZ y sin que mediara para ello una autorización por parte de la señora BRAND ORTIZ. 

A consecuencia de ese hallazgo, el día cinco (05) de enero de 2005 se instauró denuncia por parte del señor Fiscal HENRY LOPEZ TORO
, en la cual relató un episodio, que si bien fue controvertido en un todo por parte de la señora RODRÍGUEZ LÓPEZ con el exclusivo fin de desviar el curso de la investigación, contrario a su propósito finalmente se tornó en perjuicio de los intereses de su compañero de causa VINASCO BLANDÓN.  Explicamos:

Desde su denuncia y a lo largo de sus intervenciones, el señor Fiscal Dr. HENRY LOPEZ TORO sostuvo que cuando se enteró de la inconsistencia presentada en el cobro del título judicial, inmediatamente y en desarrollo de la labor de indagación que desplegó para esclarecer lo ocurrido, se comunicó con la señora MARTHA LILIANA RODRÍGUEZ porque ésta figuraba como reclamante del dinero representado en el título judicial, persona que afirmó ser amiga de FERNANDO DE JESÚS VINASCO BLANDÓN quien le pidió el favor de cobrar ese dinero porque era una plata que “la Fiscalía le debía”; en acatamiento a esa petición, ella cobró el dinero y se lo entregó a VINASCO BLANDÓN. 

Igual manifestación le hizo la citada dama al investigador JORGE ELIÉCER GALVIS NIETO, quien en declaración jurada aseguró que MARTHA LILIANA dijo conocer a FERNANDO y que le había hecho el favor de cobrarle un cheque porque “que era una plata que le habían pagado”, señalando además el investigador que la citada no hizo otras manifestaciones al respecto.   

No obstante el señor Fiscal Dr. HENRY LOPEZ TORO y el investigador del CTI haber sido enfáticos en esa inicial afirmación hecha por la cobradora del título, la referida MARTHA LILIANA RODRÍGUEZ LÓPEZ en sus dos únicas intervenciones ante la Fiscalía, la primera como testigo
 y la segunda en calidad de vinculada al proceso en diligencia de indagatoria
, negó lo aseverado por los declarantes, quienes -según ella- sólo le preguntaron si conocía a FERNANDO y si había sido ella la que cobró el título, hechos que conjuntamente admitió, pero no en cambio que ese dinero fuera producto de una deuda que la Fiscalía tenía con FERNANDO, dado que en su relato concluye que “no recordaba nada respecto a esa supuesta deuda” porque se puso nerviosa cuando el Dr. HENRY la llamó.    

Se hace evidente que a partir del instante en que la señora MARTHA LILIANA dimensionó la gravedad de la situación y las posibles consecuencias que se sobrevendrían en perjuicio de los intereses de su amigo y compadre FERNANDO DE JESÚS, de inmediato cambió su versión y ofreció una nueva que coincide perfectamente con la vertida por el secretario comprometido, en cuanto contiene ingredientes adicionales que inicialmente no contó ni al Fiscal LÓPEZ TORO, ni al investigador GALVIS NIETO.

Dijo MARTHA LILIANA que “le había hecho el favor a la dueña del título”, de cobrarle el dinero en el banco porque esa señora sólo contaba con la copia de la cédula y así no se lo pagaban; que con esa finalidad se dirigieron a la oficina de FERNANDO quien con la aquiescencia de la señora dueña del título -de quien MARTHA LILIANA nunca supo el nombre-, elaboró la supuesta autorización para hacer el cobro.

Además de lo anterior, indicó que la dueña del depósito judicial ese día iba acompañada de un señor de apellido LADINO a quien tampoco conocía, no obstante él haberle dicho que la distinguía desde cuando vivió en Quinchía (Rda.); personaje que intercedió para que ella le hiciera el favor a la señora.

Resulta harto extraña la narración ofrecida por la coacusada RODRÍGUEZ, porque de buenas a primeras accedido a cobrar un dinero a una persona que no conocía, que ni siquiera había visto antes, sólo por hacerle un favor; y más extraño aún, no recordar al menos su nombre y no haber explicado lo mismo en los albores de la investigación cuando fue requerida tanto por el Fiscal como por el investigador. Recordemos que al decir del denunciante y el investigador, MARTHA LILIANA en ninguna de sus exposiciones hizo referencia a “LADINO”.  

En idéntico sentido se explicó el acusado VINASCO BLANDÓN en su indagatoria.
 Allí afirmó haber sido él quien le sugirió a la supuesta dueña del título que autorizara a alguien con cédula para que le cobrara el dinero en el Banco; de igual modo, admitió que cuando su amiga MARTHA LILIANA se hizo presente en su oficina en compañía de la dueña del título y un señor, él endosó el título a nombre de MARTHA LILIANA y elaboró el oficio para el Banco Agrario donde ordenó pagar el título a ésta, para posteriormente dirigirse a la Jefatura con otro oficio y otro título para pagar y que el Dr. HENRY LÓPEZ TORO firmó tanto los títulos como los oficios. 

Agrega el indagado, que no vio razón para advertirle al doctor HENRY que la dueña del título no tenía cédula, porque el número y el nombre coincidían con los datos que reposaban en las diligencias.  

Para rematar, el justiciable negó lo relacionado con la supuesta deuda de la Fiscalía y aseguró no haber visto la Resolución del diecinueve (19) de noviembre de 2004 donde se ordenaba pagar el titulo a la abogada GLORIA CORTÉS, porque la solicitud de la apoderada se la pasaron en diciembre y la otra señora había cobrado el titulo en noviembre, entonces concluyó que anexaron la solicitud después de que se pagó el título.

Es importante cotejar esas aseveraciones con lo indicado por el Fiscal HENRY LOPEZ TORO acerca de: (i) el trámite que se surtió en este asunto, en cuanto aseguró que ese día FERNANDO le pasó varios oficios para que firmara autorizando el cobro de títulos a la Dra. GLORIA CORTÉS e intercalado iba el oficio donde se concedía un pago a la señora MARTHA LILIANA RODRIGUEZ. Para ese momento, admitió que la firma del oficio es la suya pero no la que aparece en el referido título judicial como quiera que no coincide con la registrada en el Banco Agrario; y (ii) la inconsistencia de temporalidad detectada en la elaboración de los oficios, como quiera que el Fiscal Doce mediante resolución inhibitoria del diecinueve (19) de abril de 2004 ordenó la devolución del titulo judicial, para lo cual expidió el oficio No. 1553 del veintidós (22) de noviembre de 2004 dirigido al Dr. HENRY LOPEZ (fl. 14 C.O.I), y ocurre que esa tarde él salió a vacaciones; en consecuencia -asegura el Fiscal-, FERNANDO debió esperar a que él se reintegrara y por eso hizo varios oficios con fecha veintisiete (27) de diciembre de 2004. A ese respecto llama fuertemente la atención el hecho de que el oficio por medio del cual se solicitó al Banco Agrario pagar a MARTHA LILIANA data del dieciséis (16) de noviembre de 2004, es decir, una fecha anterior al oficio 1553, lo que indica, indiscutiblemente, que cuando el oficio 1553 llegó al despacho del DR. HENRY LOPEZ, ya el título judicial se había cobrado. 

A toda esa secuencia, se une el hecho de que cuando el Fiscal LÓPEZ TORO detecta la anomalía, al no encontrar el libro de títulos requirió a FERNANDO y éste le dijo que lo tenía en su casa porque lo estaba “cuadrando” y muy a pesar de su insistencia para que lo entregara, sólo lo presentó a finales de enero gracias a la intervención de la Dirección; no obstante, las cuentas no fueron conciliadas.  

Frente a todo ello, cobra importancia lo testificado por la abogada GLORIA CORTÉS
, cuando afirmó que FERNANDO DE JESÚS sabía que ella estaba reclamando el título y que estaba a la espera de que el Dr. HENRY LÓPEZ regresara de vacaciones para diligenciar la entrega; es decir, que cuando llegó de vacaciones, VINASCO ya tenía conocimiento de su solicitud porque la entregó “antes de que el Dr. HENRY saliera a vacaciones”. Afirmación que derriba lo afirmado por el acusado cuando dice que la solicitud de la apoderada se la pasaron “en diciembre” y la anexaron “después de que se pagó el título”.

En conclusión, queda claro que si bien inicialmente la señora RODRÍGUEZ LÓPEZ obró de buena fe porque no tenía conocimiento de las verdaderas intenciones ilícitas de FERNANDO DE JESUS, porque tanto al Fiscal como al investigador les contó la realidad, esto es, que le había hecho un favor a su amigo al cobrarle el cheque que la Fiscalía “le adeudaba” dado que “no tenía tiempo para su cobro”, a consecuencia de lo cual no tuvo inconveniente alguno en dejar consignados todos sus datos personales en el oficio (nombre, cédula y teléfono); ya posteriormente, al enterarse de lo verdaderamente ocurrido y los aprietos en que se hallaba su amigo, decidió cambiar su historia y acomodarla a la inventada por él. 

Se tiene entonces, y en ello coincidimos con lo señalado por el señor Fiscal Delegado ante esta Corporación al revisar el pliego acusatorio, que el procesado quien tenía a su cargo la custodia de los títulos judiciales en atención a las funciones que como Secretario de la Unidad de la Fiscalía le habían sido encomendadas, utilizó todo el trámite oficial que se tiene establecido para el pago de los depósitos judiciales, con la finalidad de apropiarse de un dinero que no le pertenecía con la intermediación fraudulenta de terceras personas, concretamente de su comadre y amiga MARTHA LILIANA RODRÍGUEZ quien se prestó para efectuar el cobro en la entidad bancaria.

El apoderamiento del dinero representado en ese título a órdenes del despacho Fiscal y del cual era su única beneficiaria la señora KELLY DAHIANA BRAND ORTIZ, perfecciona la relación ilícita entre la actuación del servidor público y el incumplimiento a sus deberes oficiales con el consiguiente detrimento patrimonial, de allí que contrario a lo referido por el defensor recurrente, sí se incursionó en el punible de peculado por apropiación y el delito de falsedad ideológica que sirvió de medio.    

Con relación a éste último punible, cobra superlativa importancia lo aseverado por el denunciante cuando se refirió a los hechos, porque si bien aceptó que la firma contenida en el oficio era la suya, dijo haber obrado mediante engaño porque el secretario le pasó el documento con otros oficios más donde también se estaba ordenando el pago de otros títulos judiciales a la abogada GLORIA CORTÉS; además y ante todo, el empleado no le advirtió acerca de la irregularidad presentada con la identificación de la señora que estaba haciendo el cobro. En este punto la Sala comparte el cuestionamiento que hace el Juez a quo cuando llama la atención en cuanto el hoy acusado, no obstante ser una persona con amplia experiencia en la Fiscalía y quien estaba desempeñando un cargo con funciones tan delicadas como la custodia de títulos judiciales, no se percatara de dejar copia de la autorización de KELLY DAHIANA a MARTHA LILIANA en el expediente, máxime cuando sabía la situación que se estaba presentando con la dueña del título y su documento de identidad.    

No obstante que los dictámenes grafotécnicos no permiten una conclusión asertiva acerca del verdadero confeccionador, sí hay certeza en cuanto fue el hoy acusado quien elaboró el oficio mediante el cual se ordenó pagar a favor de la señora RODRÍGUEZ LOPEZ el titulo judicial perteneciente a KELLY DAHIANA BRAND ORTIZ, y por esa vía obtuvo furtivamente la firma de su superior para de esa manera darle visos de autenticidad al contenido del documento que finalmente sirvió de soporte a la entidad bancaria para desembolsar el dinero.

En tal sentido, esta segunda ilicitud concursante también encuentra eco en el plenario.

Respuesta a otros temas puntuales del recurso

1.- Que la actuación que se reprocha no fue determinante en el delito contra la Administración Pública porque no dispuso del dinero, no ordenó la entrega, ni colaboró para que este se perdiera; antes bien, hizo todo lo posible para que se repusiera el perjuicio.

Contrario a lo afirmado, es forzoso asegurar que su condición de servidor publico y las funciones que desempeñaba, sirvieron para “disponer” del titulo judicial, al punto de haber elaborado el oficio que así lo autorizaba. Si posteriormente colaboró para reponer el dinero y hacer cesar el perjuicio ocasionado, ese proceder fue una derivación natural del descubrimiento y del deseo por evitar mayores consecuencias.

2.- Que el señor Juez sólo le dio crédito al testimonio del señor Fiscal HENRY LÓPEZ TORO y no debe olvidarse que éste en su denuncia aseguró que VINASCO BLANDÓN había falsificado su firma, situación que posteriormente fue desvirtuada con el resultado del cotejo grafológico el cual determinó que la firma sí era la del Fiscal, entonces no hay razón para concluir que el tan anunciado documento no fue autorizado por él sino por su representado. Y que lo más grave es que el Juez apoya su tesis en lo considerado por el Fiscal Delegado ante el H. Tribunal Superior quien aseguró que a FERNANDO DE JESÚS, le fue muy fácil pasarle los documentos a su jefe para que el servidor judicial los firmara sin percatarse de que estaba signando una falsedad.

Si bien el denunciante admitió haber firmado el oficio que ordenó pagar el título y negó la firma del formato del título presumiendo su posible falsificación o imitación, no es cierto que los dictámenes hayan concluido que la firma pertenecía al Dr. LÓPEZ TORO cuando es todo lo contrario, los peritajes dejaron serias dudas acerca de la autoría de esas rúbricas y esa fue la razón para que la Fiscalía se abstuviera de formular acusación por el cargo de falsedad material en documento público.  De allí que como bien lo apuntó el señor Juez a quo cuando sobre este aspecto coadyuvó lo sostenido por el Fiscal Delegado ante este Tribunal, el secretario le pasó los documentos a su Jefe para la firma sin saber que estaba signando una falsedad.      

3.- El proceso penal adelantado en contra de su representado, no ha sido ajustado a la ley ni al debido proceso, como quiera que se echa de menos el testimonio de la señora MARIA YANETH MAZO, a quien la Fiscalía nunca llamó, nunca citó, declaración que solicitó el procesado por ser una persona que tuvo conocimiento de la reclamación del título objeto de discordia por parte de MARTHA LILIANA y el señor LADINO. Por demás, tampoco se practicó prueba grafológica al supuesto documento falsificado por VINASCO BLANDÓN. Todas ellas situaciones que excluirían a su representado de una posible responsabilidad penal.

En cuanto al testimonio de la señora MARIA YANETH MAZO referida por la acusada RODRÍGUEZ LÓPEZ como testigo de los hechos, si bien la Fiscalía nunca la llamó a rendir testimonio, no fue por nada distinto a que no se suministró información concreta acerca de su ubicación; así lo hizo constar la coacusada cuando dijo que no sabía su dirección, ni el teléfono, que lo único que sabía era “que vivía en La Virginia”. Ahora, si la señora YANETH MAZO era una potencial testigo de la defensa, entonces esta parte debió haber agotado los medios necesarios a efectos de lograr su comparecencia. En esas condiciones, no puede imputarse al ente Fiscal una inactividad probatoria en desfavor de la parte contraria.

De otra parte, el hecho de que no se haya practicado prueba grafológica a su representado, ni afecta ni fortalece el acervo probatorio hasta ahora recopilado, porque como se vio, bastó la conclusión de los dictámenes con respecto de las firmas del Dr. HENRY LÓPEZ TORO, esto es, que “NO GUARDAN RELACIÓN DE IDENTIDAD GRÁFICA”, para descartar el delito de FALSEDAD en contra de su representado, entonces no vemos cómo esta prueba hubiera podido liberar a su vez a VINASCO BLANDÓN de la acusación que pesa en su contra por los demás delitos, cuando es bien sabido que las pericias grafotécnica o documentológicas no poseen el alcance de precisar quién o quienes pudieron ser las personas que efectuaron la imitación.

En síntesis: si el empleado tenía injerencia directa en la elaboración y trámite de los títulos judiciales; si existe contradicción entre los dichos de la señora MARTHA LILIANA; si es evidente que ella cambió su versión para afianzar la de su amigo FERNANDO DE JESÚS; si éste no comunicó a su jefe la situación presentada con la supuesta dueña del título; si al requerírsele los libros de contabilidad afirmó que los tenía en su casa porque los estaba cuadrando y sólo los vino a entregar por requerimiento de la dirección; si no milita prueba a su favor que desvirtuar o al menos poner en tela de juicio la acusación que pesa en su contra; indudablemente a la Corporación le corresponde declarar que la ilicitud atribuida es una realidad y que en ella estuvo comprometido el servidor público cuya actividad se censura.

ANOTACIÓN FINAL

No obstante que el tema de la punibilidad benévolamente manejada por la primera instancia no fue objeto de recurso y que nos encontramos en presencia de apelante único que hace inviable la reforma peyorativa, la Sala observa que en el presente caso se hace indispensable efectuar una corrección a favor del justiciable en lo que hace con la pena pecuniaria de multa por aplicación del principio de legalidad, y consiste en lo siguiente:

El juez a quo al momento de dosificar la pena principal restrictiva de la libertad, la disminuyó en 1/3 parte atendiendo lo establecido en el párrafo dos del artículo 401 del Código Penal; empero, no procedió igual con la pena principal de multa (la fijó en $1´438.050.oo que es el equivalente a lo apropiado) no obstante que la ley no hizo distinción en cuanto a la pena que cobijaba con el susodicho descuento. En consecuencia y atendiendo la interpretación que al respecto ha esbozado la jurisprudencia nacional (cfr. sentencia del 30-01-08, radicación 25.818, entre otras), la Sala reducirá en igual proporción la multa para un total final por este concepto de $958.700.oo.
En esos términos, el Tribunal debe acompañar la determinación condenatoria adoptada por la primera instancia, con la modificación anotada en precedencia.         

8.-  DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de apelación en lo que fue objeto de recurso, pero lo MODIFICA en cuanto se disminuye la pena de multa en la proporción indica en el cuerpo motivo de esta providencia.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

LEONEL ROGELES MORENO
La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
� Fls. 280 a 299 C.O.II.


� Visible entre fls. 371 y 387 C.O.II.


� Fls. 392-409 C.O.II.


� Fl. 1 y 2 C.O.I.


� Fl. 6 y ss C.O.I


� Fl. 94 a 97 C.O.I.


� Fol. 48 y ss C.O.I


� Fl. 68 C.O.I
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